INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA LA CONVENCION AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS".





BOLETIN 	Nº 63-10 (S)





Vuestra Comisión pasa a informaros el proyecto de acuerdo, adoptado por el Senado, mediante el cual se aprueba la "Convención Americana sobre Derechos Humanos.





Durante el estudio de esta Convención también denominada "Pacto de San José de Costa Rica", por mandato de su cláusula final, vuestra Comisión escuchó al señor Subsecretario de Relaciones Exteriores, don Edmundo Vargas Carreño, y al señor Asesor del Ministerio de Relaciones Exteriores para el tema de los derechos humanos don Roberto Garretón Merino.





1.� ANTECEDENTES GENERALES.





	La "Convención Americana sobre Derechos Humanos" fue elaborada el año 1969 por los Estados miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) participantes en la Conferencia Especializada sobre Derechos Humanos, reunida del 7 al 22 de noviembre de ese año, en la ciudad de San José, Costa Rica.





	Suscribieron este instrumento internacional, los países siguientes: Argentina, Barbados, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Estados Unidos, Grenada, Guatemala, Hait�1, Honduras, Jamaica, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Suriname, Uruguay y Venezuela.








Según las informaciones proporcionadas a vuestra Comisión por el Ministerio de Relaciones Exteriores, de los 23 países signatarios, sólo Chile y los Estados Unidos no han ratificado esta Convención, que se encuentra vigente internacionalmente desde el 18 de julio de 1978.





El propósito declarado por los Estados Americanos en el párrafo primero del preámbulo, en orden a consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre, ya había sido enunciado en la Carta Constitutiva de la OEA.





No obstante ello, al año 1969, el único instrumento jurídico regional aprobado en la materia, era la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en el marco de la OEA, en Bogotá el año 1948, meses antes de la Declaración Universal. De ese modo, la Convención que os informa vuestra Comisión pasó a constituir un efectivo aporte a la consolidación del sistema interamericano de promoción y defensa de los derechos humanos, por cuanto su firma y posterior vigencia, ha permitido pasar de las declaraciones, no obligatorias, a un tratado, plenamente vinculante para los Estados Partes.





El Mensaje, junto con analizar disposiciones de este tratado, señala los antecedentes siguientes:





En primer lugar, expresa que la Carta de la OEA �cuyos principios desarrolla esta Convención refleja un concepto que nuestro país comparte, en el sentido que los derechos humanos no constituyen una materia que sea exclusivamente de la jurisdicción interna de cada Estado.





En segundo lugar, indica que los trabajos preparatorios de esta Convención se basaron en un proyecto presentado por Chile, en 19ó5, junto con Uruguay.





Por último, anuncia que no obstante compartir plenamente sus postulados, el Gobierno de Chile formulará dos declaraciones al momento de ratificar la Convención, con el fin de determinar, respecto de nuestro país y de las situaciones que indica, el ámbito de competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; a saber:





1º.- Chile aceptará la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos solamente respecto de los hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990, y 


2º.- La referida Corte no podrá pronunciarse acerca de las razones de utilidad pública o de interés social que se tengan al aplicar lo preceptuado en el párrafo 2º del articulo 21 de la Convención.





Estas declaraciones que anuncia el Mensaje se fundan en el articulo 62 de la Convención, que permite a todo Estado Parte declarar, en el momento de la ratificación o en cualquier momento posterior, que reconoce como obligatoria la competencia de la Corte, incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos.





Análoga declaración puede formular el Estado respecto de la competencia de la Comisión, conforme al artículo 45; materia no comprendida en los anuncios del Mensaje, no obstante lo cual, conforme a los términos de las normas comentadas, podrá nuestro país, en cualquier momento, durante la vigencia de la Convención, hacer extensivo el reconocimiento de competencia a este segundo órgano del sistema americano de prevención y control de los derechos humanos.





A lo anterior cabe agregar, según consta en el texto de la Convención inserto a continuación de su artículo 82, que la Delegación de Chile a la Conferencia Internacional en que se aprobó este instrumento puso su firma el 22 de noviembre de 1969; sujeta a posterior aprobación parlamentaria y ratificación, conforme a las normas constitucionales vigentes.





En la actualidad, la decisión del Presidente de la República de incorporar a nuestro país al régimen convencional americano sobre derechos humanos, es concordante con el inciso segundo del artículo 5º del Texto Fundamental, que dispone, por una parte, que el ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, y, por otra, obliga a los órganos del Estado a respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, �así como por 1os tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes.





La Convención Americana sobre Derechos Humanos es precisamente un tratado internacional que para ser ratificado por el Jefe del Estado, requiere de aprobación previa del Congreso Nacional, al tenor de lo prescrito por los artículos 32, Nº17, y 50, Nº1, de la Carta Política, para lo cual el recurso jurídicamente idóneo es un proyecto de acuerdo como el que os informa vuestra Comisión.








Además, cuando sea ratificada y adquiera vigencia interna en virtud de su promulgación y publicación, obligará al Estado, por mandato del referido artículo 5º de la Constitución y de los artículos 1 y 2 de la Convención, a respetar los derechos y libertades por ella regulados y a adoptar las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades, comprendidas las medidas, que se requieran para adecuar nuestra legislación interna a los principios de esta Convención.





II.- SINTESIS DE LA CONVENCION EN TRAMITE.





Este instrumento internacional consta de un preámbulo y 82 artículos, divididos en tres partes, que tratan de las materias siguientes:





Parte	I.- Deberes de los Estados y Derechos Protegidos (artículos 1 a 32);





	Parte	II.- Medios de la Protección (artículos 33 a 73), y








	Parte III.- Disposiciones Generales y Transitorias (artículos 74 a 82).








En el preámbulo los Estados formulan diversas declaraciones sobre el alcance de sus propósitos; es así como  el tercer considerando señala que los principios desarrollados por esta Convención ya han sido consagrados en la Carta de la OEA, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en otros instrumentos internacionales, entre los cuales se encuentra el Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, aprobado en el marco de las Naciones Unidas y promulgado en Chile mediante decreto supremo Nº 778, de 1989, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 29 de abril de 1989.


La Convención Americana en trámite, en la gran mayoría de sus disposiciones es análoga a las normas del referido Pacto Internacional, de manera que en beneficio de la brevedad de este informe, no se hará una exposición pormenorizada de los derechos y libertades que enuncia la Convención, ya que muchos de ellos están incorporados al orden normativo nacional desde la promulgación y publicación del referido Pacto; pero en cambio, se intentará hacer notar las principales innovaciones que la Convención en informe introduce a la regulación que el Pacto ha previsto para dichos derechos y libertades.





A.- Los deberes de los Estados





Ellos	están enumerados en el capítulo I. Básicamente son los siguientes:





- Respetar los derechos esenciales del hombre reconocidos por la Convención (artículo l), y





- Adoptar las disposiciones de derecho interno que los hagan efectivos (artículo 2).





	Ambos deberes son, en lo esencial, los mismos que Chile se impuso al hacerse Estado Miembro del Pacto.(Nºs. 1 y 2 de su artículo 2).





B.- Los deberes de las personas





	El artículo 32 relativo a la correlación entre deberes y derechos, innova respecto del Pacto, en cuanto declara expresamente que toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad, y precisa que los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática.








C.- Los derechos protegidos





En una visión de conjunto se puede señalar que los derechos especialmente protegidos por la Convención son los derechos fundamentales clásicos, reconocidos como los derechos civiles	políticos de las personas, regulados entre sus artículos 3 al 25 y protegidos mediante el mecanismo institucional previsto entre sus artículos 33 al 73.





	Los derechos económicos, sociales 	y culturales son tratados indirectamente por la Convención, ya que su articulo 26 se remite a las normas que la Carta de la OEA contempla al respecto, limitándose a comprometer a los Estados a adoptar providencias progresivas para lograr su plena eficacia, en la medida de los recursos disponibles, por la vía legislativa u otros medios apropiados.





D.-	Los derechos civiles y políticos	protegidos





1.- El derecho a la vida (artículo 4º).





La Convención reconoce a toda persona el derecho a que se respete su vida, por la ley, e innova respecto del Pacto en cuanto dispone que esta protección es a partir del momento de la concepción (Nº1 artículo 4, en Convención, y artículo 6º, en Pacto).





	En el marco de este derecho, restringe la aplicación de la pena de muerte a los delitos más graves, y agrega, respecto de análogas normas del Pacto, lo siguiente:





- Los Estados que apliquen la pena de muerte, no la extenderán a otros delitos;





- Los Estados que hayan abolido la pena de muerte no la restablecerán;





	En ningún caso, la aplicarán por delitos políticos ni por delitos comunes anexos con delitos políticos, y no se aplicará a los mayores de setenta años.





Cabe hacer presente a la H. Cámara que recien-temente ha dado su aprobación al proyecto de ley, que modifica los Códigos de Justicia Militar, Penal y Aeronáutico para abolir en el país la pena de muerte, actualmente en trámite en el H. Senado.





	2.-El derecho a la Integridad Personal (artículo 5).





La Convención protege la integridad física, psíquica y moral del individuo, prohibiendo la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (artículo 5).





	Este derecho lo regula el Pacto en sus artículos 7 y 10, 	respecto de los cuales la Convención agrega, principalmente, que la pena no puede trascender de la persona del delincuente.





Nuestro país se ha hecho Parte de dos Convenciones Internacionales que han implementado mecanismos universales y regionales para la protección de este derecho:





La Convención de las Naciones Unidas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, suscritas por Chile el 23 y 24 de septiembre de 1987, respectivamente, ambas vigentes en el orden normativo nacional.





	3.-Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre (artículo 6).





	A ella se refiere la Convención en su artículo 6, en términos análogos a los del artículo 8 del Pacto, on las innovaciones principales siguientes:





	Agrega la prohibición de la trata de mujeres, y





- Precisa que el trabajo forzoso impuesto como pena por ciertos delitos no debe afectar a la dignidad ni a la capacidad física o intelectual del recluido.





	4.- Derecho a la Libertad Personal(artículo 7).





	Este artículo recoge las normas del artículo 9 del Pacto, en cuanto ambos instrumentos reconocen el derecho a la libertad y seguridad personales, la prohibición de arrestos y detenciones arbitrarios y proclaman los derechos del detenido a ser conducido sin demora a la presencia de un juez o tribunal competente, así como de presentar recursos judiciales contra una detención que se juzgue arbitraria.





Agrega la Convención, en su artículo 7, dos normas a la regulación de este derecho:





- Prohibe. restringir o abolir este derecho en los Estados que ya lo contemplan en sus legislaciones internas, y





	- Excluye de la prohibición por deudas los mandatos judiciales dictados por incumplimiento de deberes alimentarios (segunda parte de Nºs 6 y 7 del artículo 7).





	5.- Garantías judiciales para un proceso justo y equitable (artículos 8, 9 y 10).





La Convención regula detalladamente, lo mismo que el Pacto en su artículo 14 y 15, las referidas garantías, comprendiendo entre ellas, el derecho a ser oído por un juez competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley; el derecho del inculpado a que se presuma su inocencia; a disponer de un abogado defensor a su elección, a comunicarse con é1 en privado; a que no se le aplique legislación penal retroactiva, salvo que le sea beneficiosa y a ser indemnizado del error judicial.








	La Convención. innova respecto del Pacto en lo siguiente:








	Amplía a los asuntos laborales, fiscales o de cualquier otro carácter, las garantías judiciales que el Pacto ha previsto sólo para los asuntos civiles(Nº 1 Artículo 8 de la Convención, en relación con Nº1 artículo 14 del Pacto).





	Agrega que la confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza (Nº 3 del artículo 8).





- Extiende las garantías judiciales al derecho de toda persona a interponer un recurso judicial "sencillo y rápido" contra todo acto violatorio de sus derechos, sean éstos reconocidos por la Constitución, la ley o esta Convención (Nº 1 del artículo 25).





	6.- Protección de la honra y de la dignidad (artículo 11).





Toda persona tiene derecho a que se le respete su honra y se le reconozca su dignidad, y, en virtud de ello, a no ser objeto de ingerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, de su familia, en su domicilio o en su correspondencia.





	7.-Libertad de Conciencia y de Religión (artículo 12).





Sustancialmente los preceptos relativos a esta materia reconocen a toda persona el derecho a libertad de conciencia y de religión, lo qué implica la libertad de conservar, profesar y divulgar su profesión, tanto en público como en privado.





Al respecto los padres tienen derecho a que sus hijos reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones (Nºs. 1 y 2 del artículo 12).





	Cabe señalar que los derechos referidos en los epígrafes 6 y 7 son regulados en la misma forma por los artículos 10, 17 y 18 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.





		8.-Libertad de Pensamiento y de Expresión (artículo 13).








	La Convención reconoce el. derecho de toda persona a la 1ibertad de pensamiento y de expresión, que comprende la libertad de buscar, recibir y difundir ideas de toda índole, sin censura previa y bajo las responsabilidades legales ulteriores. Estas normas son, en lo sustancial, análogas a las que contempla el Pacto su artículo 19.





Agrega la Convención, la prohibición de restringir el derecho (le expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares del papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de las ideas y opiniones (Nº 3 del artículo 13).





	Admite, además, que los espectáculos públicos puedan ser sometidos a censura por ley,para proteger la


moral de la infancia y la adolescencia.





		9.- Derecho de Rectificación o Repuesta (artículo 14).


	La Convención innova en esta materia, no prevista en el Pacto, en cuanto reconoce a toda persona afectada por informaciones o agraviantes, emitidas por los medios de difusión pública, el derecho a efectuar por el mismo órgano su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley.





	10.Derecho de Reunión (artículo 15)





La Convención, lo mismo que el Pacto en su artículo 21, reconoce el derecho de reunión pacífica, agregando que debe ser sin armas. Consulta las restricciones legales necesarias en interés de la seguridad nacional, la seguridad o de! orden público o para proteger la salud o moral públicas o los derechos o libertad de los demás.





	11.-Liberta de  Asociación (artículo 16).








La Convención amplía los fines de esta libertad, desde los fines sindicales, contemplados en el artículo 22 del Pacto, a los fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole.





		12.-Protección a la familia y al 	Niño (artículos 17 a 19).





En estas materias la Convención contempla, en general, normas análogas a las que el Pacto contiene en sus artículos 21, 23 y 24, agregando las siguientes:





Permite que 1ª ley interna contemple, además de la edad, otras condiciones para que el hombre y la mujer puedan contraer matrimonio, en la medida en que no afecten al principio de no discriminación (Nº 2 del artículo 17).





		Dispone que la ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo (Nº 5 del artículo 17).


A propósito de los derechos del niño cabe recordar que el Congreso Nacional ha dado su aprobación a la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, instrumento que los desarrolla integralmente y contempla los mecanismos adecuados para su promoción y defensa.





	13.- Derecho a la Nacionalidad (artículo 20).





Este derecho, que el Pacto en su artículo 25 lo limita a todo niño, la Convención lo extiende a toda persona, y agrega el derecho a la nacionalidad del Estado de nacimiento, si la persona no tiene otra y la prohibición de privar arbitrariamente de la nacionalidad o del derecho a cambiarla.





	14.-Derecho a la Propiedad Privada(artículo 21).





La Convención protege un derecho que no contempla el Pacto. En virtud de su artículo 21, toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede subordinar tal uso y goce al interés social.





Agrega que ninguna persona puede ser privada de sus bienes, excepto mediante el pago de una indemnización justa, por razones de utilidad pública o de interés social.





Dispone, finalmente, que tanto la usura como cualquier forma de explotación del hombre por el hombre, deben ser prohibidas por la ley.





				15.-Derecho de Circulación y Residencia (artículo 22).





En virtud de este derecho, regulado en términos análogos por el artículo 12 del Pacto, toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene el. derecho de circular por el mismo y de residir en él. Cualquier persona tiene el derecho a salir y a regresar libremente al territorio de cualquier país, inclusive el propio; a no ser expulsado del país del cual es nacional ni privado del derecho a regresar; se consagra el derecho a


	buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecución política y el derecho a no ser devuelto a un país donde exista riesgo para la vida o la libertad de la persona, a causa de su raza,	nacionalidad,religión,condición social o de sus opiniones políticas.





			16.-Derechos Políticos (artículo 23).





La Convención, en términos análogos a los que emplea el artículo 25 del Pacto, reconoce el, derecho a participar en la conducción de los asuntos públicos, de acceder a la función pública, de votar y ser electo en elecciones periódicas, por sufragio universal y secretas.





17.- Igualdad ante la ley (artículo 24).





Todas las personas, tanto para la Convención como para el Pacto, son iguales ante la ley, por lo que tienen derecho, sin discriminación, a igual protección legal.








	18.-Suspensión de Garantías (artículo 27).





La Convención, lo mismo que el Pacto en su articulo 4, permite al Estado Parte suspender las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, en caso de guerra, de peligro Público o de emergencia que amenace su independencia o seguridad, sujeto a las siguientes condiciones:





La suspensión de derechos debe hacerse en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación;





	Las disposiciones que se adopten no pueden entrañar discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social.





		No pueden suspenderse, en ningún caso, derechos tales como el derecho a la vida, el derecho a la integridad personal; los derechos políticos o los derechos del niño.





- El Estado que decida la suspensión debe informar a los demás Estados Partes.





E. LOS MEDIOS DE LA PROTECCION





Para los efectos de asegurar el efectivo cumplimiento de los derechos enunciados, la Convención sometida a vuestra consideración, establece dos organismos:





	La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (artículos 34 a 51), y 








	La Corte Interamericana de Derechos Humanos (artículos 52 a 69).








	1. La Comisión





	La Convención regula su organización, funciones, competencia y procedimientos.





	a) Su organización. Conforme a los artículos 34 a 40, ella está compuesta de 7 miembros, elegidos a título personal por la Asamblea general de la Organización de Estados Americanos (OEA). Ellos no representan a sus Gobiernos, sino a todos los Miembros de la OEA. Cada Estado puede proponer hasta 3 candidatos, y cuando proponga una terna, por lo menos uno de ellos debe ser nacional de un Estado distinto del proponente. No puede integrar la Comisión más de un nacional de un mismo Estado.





	b) su funciones. Según lo dispuesto por los artículos 41 a 43, ellas son, principalmente, las de promover la observancia y la defensa de los derechos humanos; estimular la conciencia de los	derechos humanos en los pueblos de América; preparar estudios e informes; formular recomendaciones a los Gobiernos de los Estados Miembros, así como recibir y examinar comunicaciones en las que se alegue la violación de alguno de los


derechos y libertades reconocidos en la Convención.





	c)	competencia. Al tenor de los artículos 44 a 47, la Comisión puede recibir peticiones de cualquier persona, grupo de personas o entidad no gubernamental legalmente reconocida,	 peticiones que contengan denuncias o quejas	de violación de esta Convención.





Además, todo Estado Parte puede declarar, formalmente, que reconoce la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte ha incurrido en violaciones de los derechos humanos.





Las declaraciones sobre reconocimiento de competencia pueden	 hacerse al depositar el instrumento de ratificación o en cualquier momento posterior, por


tiempo indefinido, por un período determinado o para casos específicos.





Para que una petición o comunicación sea admitida por la Comisión, se requiere, principalmente, que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna y que la materia de la petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional.





La posibilidad de acceder a un organismo internacional en los casos en que no se haya podido obtener satisfacción en el ámbito interno, es uno de los aportes más importantes que la Convención hace al sistema regional de protección y, defensa de los derechos humanos. Cabe destacar que en los casos de peticiones formuladas por los individuos no se requiere de ninguna declaración previa del Estado involucrado.





d) Su procedimiento. Lo regulan los artículos 48, 49, 50 y 51. Al. tenor de estas normas, una vez que la Comisión reconoce la admisibilidad de una comunicación, solicita informaciones al Gobierno involucrado. Si no logra una solución amistosa para el asunto, puede redactar un informe, que contendrá los hechos, conclusiones y recomendaciones, que se transmiten a los Estados interesados, quienes no pueden publicarlo. Si en el plazo de 3 meses, no se soluciona el asunto, o sometido por la misma Comisión o por e1 Estado interesado a la decisión de la Corte Interamericana sobre Derechos Humanos, la Comisión puede dar a conocer su opinión, formulando recomendaciones y fijando un plazo dentro del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la situación examinada.





	2.La Corte.





Respecto de este tribunal internacional, la Convención determina su organización, funciones y procedimientos.








	a) Su organización. La determinan los artículos 52 a 60. Se compone de 7 jueces, nacionales de los Estados miembros de la 0EA, elegidos en la Asamblea General de la OEA, por mayoría de votos de los Estados Partes en la Convención, de entre los candidatos propuestos por los mismos Estados Partes.





b) Su competencia y funciones. Ellas son fijadas por los artículos 61 a 65. Sólo tienen derecho a recurrir a la Corte los Estados y la Comisión, la que debe comparecer en todos los casos que se planteen.





Del mismo modo que en el caso de la Comisión, para que la Corte pueda conocer de cualquier caso, es necesario que se hayan agotado por la Comisión los procedimientos establecidos para requerir informaciones al Gobierno del Estado responsable de la violación alegada; verificar los motivos de 1a petición o comunicación; investigar; de recepción de exposiciones verbales o escritas y, por último. de búsqueda de solución amistosa al caso.








	La Corte conoce, por tanto, sólo de los casos previamente considerados por la Comisión, siempre y cuando los Estados Partes en la controversia, o el Estado denunciado, hayan  reconocido formalmente como obligatoria su competencia, ya sea para el caso particular o de una manera general.





	Hasta el 24 de agosto de 1989, habían reconocido. la competencia de la Comisión y de la Corte, los países siguientes:





- Argentina: por tiempo indefinido, bajo condición de estricta reciprocidad y sólo respecto de los hechos acaecidos con posterioridad a la ratificación.





- Costa Rica: sin limitaciones.





- Ecuador: por tiempo indefinido, bajo condición de reciprocidad y reservándose la facultad de retirar el reconocimiento de competencia cuando lo estime conveniente.





	- El Salvador: para todo caso que sea sometido a la Corte por la Comisión o por cualquier Estado Parte.





- Guatemala: por plazo indefinido, con carácter general, bajo condición de reciprocidad y para los casos acaecidos con posterioridad a la fecha en que formula la declaración.





- Honduras: sin limitaciones.





- Jamaica: reconoce, sin limitaciones, la competencia sólo de la Comisión.





- Perú: sin limitaciones.





- Uruguay: por tiempo indefinido, para todos los casos y bajo condición de reciprocidad.





- Venezuela: sin limitaciones.





- Colombia: por tiempo indefinido, bajo condición de estricta reciprocidad y para hechos posteriores a la aceptación.








	- Suriname: sin limitaciones reconoce la competencia de la Corte.








Ahora bien, cuando la Corte decide que se ha producido la violación de un derecho o libertad protegidos por la Convención, dispone que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcado, y que se le pague una justa indemnización. Sin perjuicio de que, en casos de "extrema gravedad y urgencia" se podrá adoptar medidas provisionales a fin de evitar daños irreparables a las personas.





	c) Su procedimiento a él se refieren los artículos 66 a 69.


	El fallo de la Corte, además de fundado, es definitivo e inapelable. Los Estados Partes en la Convención, se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes, pudiéndose ejecutar, conforme al procedimiento interno vigente, los fallos que dispongan el pago de indemnizaciones compensatorias.








F Disposiciones Generales y Transitorias.





Las normas relativas a la firma, ratificación, reserva, enmienda, protocolo y denuncia de la Convención, corresponden a cláusulas finales comunes a todo tratado multilateral. A ellas se refieren los artículos 74 a 78.





	Conforme a sus disposiciones, al 24 de agosto de 1989, había sido firmada por 23 Estados Miembros de la OEA; no la habían ratificado Chile y Estados Unidos.





	Entró en vigencia el 18 de julio de 1978, en virtud de haber sido firmada por 23 Estados Miembros de la OEA; no la habían ratificado Chile y estados Unidos.





La Convención sólo puede ser objeto de reservas conforme a las disposiciones de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada en Chile por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 381, de 1981.. La referencia a esta Convención significa que la reserva que se formule no debe ser incompatible con el objeto y el fin del tratado.





	Al 24 de agosto de 1989, habían formulado reservas:





- Argentina: para establecer que no quedan sujetos a revisión de un Tribunal  Internacional cuestiones inherentes a la política económica del Gobierno; la determinación que hagan los tribunales argentinos como causas de "utilidad pública" e "interés social" y los que éstos entiendan por "indemnización justa".





- Barbados: para establecer que la pena de muerte en la horca por los delitos de asesinato y traición se aplica conforme al derecho interno; no obstante que en ciertas circunstancias pueda considerarse que el delito de traición es delito político.





	Además, para señalar que, conforme a la ley penal local, las. personas de 16 años y más o mayores de 70 años pueden ser, ejecutadas.





- Guatemala: para señalar que su Constitución Nacional excluye la aplicación de la pena de muerte a los delitos políticos, pero no a los delitos comunes conexos con los políticos.





- México: para expresar que conforme a su Constitución los Ministros de los cultos no tendrán voto activo, ni pasivo, ni derecho para asociarse con fines políticos.





Finalmente, cabría señalar que esta Convención puede ser denunciada por cualquier Estado Parte después de la expiración de un plazo de cinco años, mediante comunicación dirigida al depositario de la Convención, el Secretario General de la OEA.





III.- DISCUSION EN LA COMISION.


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, debatió ampliamente las consideraciones que mueven a S.E. el Presidente de la República a proponer la aprobación de esta Convención; la mismo que analizó pormenorizadamente sus disposiciones.





Pudo constatar que este instrumento internacional perfecciona el sistema regional americano de promoción y defensa de los derechos humanos, que los países miembros de la OEA empiezan a gestar aún desde antes de la creación de esta organización internacional, cuando el año 1945, declaran en la Conferencia de Chapultepec que "El fin del Estado es la felicidad del hombre dentro de la sociedad. Deben armonizarse los intereses de la sociedad con los derechos de los individuos. El hombre americano no concibe vivir sin justicia. Tampoco concibe vivir sin libertad". (Resolución XI de la Conferencia).





Por ello la Convención resulta plenamente concordante y complementaria con diversas declaraciones y 	tratados internacionales que nuestro país ha contribuido a elaborar en 	el ámbito de los derechos humanos, los que, incluso, ha incorporado a 	su orden jurídica interno, coro ocurre con el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.





Además, la incorporación de Chile a esta Convención armoniza con las normas constitucionales que obligan a los órganos del Estado a respetar y promover ],os derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, según reza el artículo 51 de la Constitución, sin perjuicio de las medidas internas que se requieran para adecuar el ordenamiento legal interno a los enunciados de la Convención.





Al término de la discusión, vuestra Comisión decidió aprobar el proyecto de acuerdo, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, en los mismos términos adoptados por el H. Senado, no obstante que los señores Diputados Letelier Morel, don Juan Pablo y Maluenda Campos, doña María, manifestaron su desacuerdo con las reservas anunciadas por el Presidente de la República en el Mensaje, por razones que expondrán oportunamente a la H. Cámara durante la tramitación de este proyecto.





	En mérito de las consideraciones 	anteriores y por las que os expondrá el señor Diputado Informante, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana os propone aprobar el siguiente





PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.� Apruébase la ,"Convención Americana sobre Derechos Humanos", denominada "Pacto de San José de Costa Rica", suscrita por el Gobierno de Chile el 22 de Noviembre de 1969, en la ciudad de San José, de Costa Rica.".





SE DESIGNO DIPUTADO INFORMANTE AL SEÑOR GUILLERMO YUNGE BUSTAMANTE.





Acordado en sesiones celebradas los días 17, 24 y 31 de julio de 1990, con la asistencia de los señores Diputados Yunge Bustamante, don Guillermo (Presidente); Campos Quiroga, don Jaime; Dupré Silva, don Carlos; Guzmán Alvarez, don Pedro; Letelier Morel, don Juan Pablo; Longton Guerrero, don Arturo; Maluenda Campos, doña María; Mekis Martínez, don Federico; Pizarro Soto, don Jorge; Pizarro Mackay, don Sergio; Ribera Neumann, don Teodoro, y Rodríguez del Río, don Alfonso.





SALA DE LA COMISION, a 31 de julio de 1990.








FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión


